
 

 
JUZGADO QUINCE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá D. C., dieciocho (18) de mayo de dos mil veintidós (2022) 

 

JUEZ: MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO 

 

MEDIO DE 

CONTROL: 

PROCESO No.: 

 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

11001-33-35-015-2018-00102-00 

DEMANDANTE: PAOLA MARCELA CARRILLO    

DEMANDADO: UNIVERSIDAD NACIONAL ABIERTA Y A DISTANCIA- 

UNAD  

 

Procede el Despacho a resolver el recurso de reposición y en subsidio apelación 

interpuesto el 14 de octubre de 2021 por el apoderado de la parte actora, contra 

el auto de fecha 08 de octubre de la misma anualidad, a través del cual se aprobó 

la liquidación de costas practicada por la secretaría de este Despacho (archivo 

12). 

 

1. En cuanto al recurso de reposición:  

 

Sustenta el recurrente que, la presentación de la demanda estaba encaminada 

al reconocimiento de los derechos de la demandante, reclamación que se hizo 

con el convencimiento de tener el derecho a ellos. Por lo tanto, la reclamación 

no se realizó de manera temeraria ni de mala fe, por el contrario, se instauró 

con un fuerte sustento legal y probatorio.  

 

Conforme lo anterior, solicita se reconsidere la decisión adoptada en auto del 08 

de octubre de 2021 que aprobó la liquidación de la condena en costas y en su 

lugar, se disponga a fijar las mismas en un valor de $0.00 pesos, teniendo en 

cuenta que su imposición es de carácter dispositivo para el funcionario judicial y 

la accionante no cuenta con recursos económicos para cumplir con esa carga 

económica impuesta en medio de su búsqueda por la realización de sus derechos 

laborales.  

 

Para resolver se considera: 

 

Dispone el artículo 242 de la Ley 1437 de 2011 modificado por el artículo 61 de 

la Ley 2080 de 20211 lo siguiente: 

 

“ARTÍCULO 242. Reposición. El recurso de reposición procede contra todos los 

autos, salvo norma legal en contrario. En cuanto a su oportunidad y trámite, se 

aplicará lo dispuesto en el Código General del Proceso”. 

                                                 
1 “Por medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso 

administrativo -Ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en 
los procesos que se tramitan ante la jurisdicción”.  
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Conforme la normativa en cita, teniendo en cuenta que el recurso presentado es 

procedente y que fue interpuesto dentro del término legal establecido, procede 

esta instancia judicial a pronunciarse al respecto.  

De la revisión del expediente, se observa que en sentencia de primera instancia 

proferida por este Despacho el 05 de julio de 2019 se accedió parcialmente a las 

pretensiones de la demanda y no se condenó en costas a entidad demandada, 

tal y como quedó plasmado en el numeral octavo de la providencia así: 

“OCTAVO. - No hay lugar a condenar en COSTAS a la entidad demandada”.  

Dicha decisión fue recurrida por la entidad accionada, por lo cual, el Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca- Sección Segunda- Subsección “D” profirió 

sentencia de segunda instancia el 05 de marzo de 2020, revocando la decisión 

proferida por esta instancia judicial, y en su lugar, denegó las pretensiones de 

la demanda.  

Así mismo, en la mencionada providencia el H. Tribunal Administrativo se 

pronunció respecto de las agencias en derecho en los siguientes términos:  

“Por tal motivo, se fijará como agencias en derecho, en esta instancia, un 

(1) salario mínimo mensual legal vigente, conforme al numeral 1° del 

artículo 5° del Acuerdo 10554 de 2016 del Consejo Superior de la Judicatura, por 

tratarse de un proceso de segunda instancia con cuantía. De igual forma, las 
expensas que se encuentren causadas y acreditadas (gastos ordinarios del 

proceso de qué trata el numeral 4° del artículo 171 del CPACA, valor de las copias, 

impuestos de timbre, honorarios de auxiliares de la justicia, etc.), y las agencias 

en derecho antes señaladas, deberán ser liquidadas por la Secretaría del Juzgado 

de primera instancia (negrilla del Despacho)”.  

Señalando en el numeral segundo de la parte resolutiva lo siguiente:  

“2. Condénese en costas en esta instancia, a la parte demandante. Liquídense 

por la Secretaría del Juzgado de origen e inclúyanse en ellas el valor de las 

agencias en derecho que se fijaron en la parte considerativa”.  

Conforme lo anterior, una vez devuelto a este Despacho el expediente de la 

referencia con decisión de segunda instancia se procedió a proferir el 12 de abril 

de 2021 auto de obedézcase y cúmplase frente a lo ordenado por el H. Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca en sentencia del 05 de marzo de 2020; 

ordenando que una vez ejecutoriado dicho auto, se procediera por Secretaría a 

hacer los trámites pertinentes para la liquidación de costas. 

En cumplimiento a lo ordenado, la Secretaría de este Juzgado procedió a efectuar 

la liquidación de costas del proceso obrante en el archivo 10 del expediente 

digital, por valor de $877.803,00, valor del salario mínimo legal mensual vigente 

para el año 2020, año en que fue proferida y quejó ejecutoriada la sentencia de 

segunda instancia, tal y como fue ordenado por el H. Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca. Liquidación que fue aprobada mediante el auto recurrido 

proferido el 08 de octubre de 2021. 
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Así las cosas, se tiene que este Despacho se limitó a dar cumplimiento a lo 

ordenado por el H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca- Sección Segunda- 

Subsección “D” en providencia del 05 de marzo de 2020, por lo tanto, no hay 

lugar a efectuar modificaciones a la decisión adoptada por el superior jerárquico 

en sentencia de segunda instancia y, en consecuencia, no se repondrá el auto 

recurrido.  

2. En cuanto al recurso de apelación: 

 

Dispone el artículo 243 de la Ley 1437 de 2011 modificado por el artículo 62 de 

la Ley 2080 de 20212 lo siguiente: 

 

“ARTÍCULO  243. Apelación. Son apelables las sentencias de primera instancia y 

los siguientes autos proferidos en la misma instancia: 

 1. El que rechace la demanda o su reforma, y el que niegue total o parcialmente 

el mandamiento ejecutivo. 

 2. El que por cualquier causa le ponga fin al proceso. 

 3. El que apruebe o impruebe conciliaciones extrajudiciales o judiciales. El auto 

que aprueba una conciliación solo podrá ser apelado por el Ministerio Público. 

 4. El que resuelva el incidente de liquidación de la condena en abstracto o de los 

perjuicios. 

 5. El que decrete, deniegue o modifique una medida cautelar. 

 6. El que niegue la intervención de terceros. 

 7. El que niegue el decreto o la práctica de pruebas. 

 8. Los demás expresamente previstos como apelables en este código o en norma 

especial. 

 PARÁGRAFO 1º. El recurso de apelación contra las sentencias y las providencias 

listadas en los numerales 1 a 4 de este artículo se concederá en el efecto 

suspensivo. La apelación de las demás providencias se surtirá en el efecto 

devolutivo, salvo norma expresa en contrario (…)” 

Revisada la disposición transcrita, se observa que la norma indica de manera 

taxativa los autos contra los cuales procede el recurso de apelación, 

evidenciándose que no se encuentra enlistado el auto que aprueba liquidación 

de costas.  

 

Así las cosas, considera el Despacho que el mencionado recurso impetrado por 

el apoderado de la parte demandante es improcedente, como quiera que no está 

dentro de aquellos autos que son objeto del recurso de apelación, ni tampoco 

existe otra norma que así lo indique, razón por la cual será negado.  

 

                                                 
2 “Por medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso 

administrativo -Ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en 
los procesos que se tramitan ante la jurisdicción”.  
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En mérito de lo expuesto, el Juzgado Quince Administrativo del Circuito Judicial 

de Bogotá- Sección Segunda, 

 

RESUELVE  

 

PRIMERO: NO REPONER el auto de fecha 08 de octubre de 2021, a través del 

cual se aprobó la liquidación de costas practicada por la secretaría de este 

Despacho, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: NEGAR por improcedente el recurso de apelación interpuesto contra 

el auto proferido por este Despacho el 08 de octubre de 2021, por los motivos 

señalados en la parte motiva de esta decisión. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 

 
 

MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO 

JUEZ 
 

MCGR 

 

  

 

 

Firmado Por:

 

 

Martha Helena Quintero Quintero

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

015

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: dfda78771036dfaf3778dc9783102b2856cb50d85486b22444461c9251ab7ecd

Documento generado en 18/05/2022 02:55:49 PM

 

 



Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica
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JUZGADO QUINCE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

 JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá, D.C., dieciocho (18) de mayo de dos mil veintidós (2022) 

  

JUEZ: MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO 

 

Referencia: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Nº 11001-33-35-015-2020-00146-00  

Demandante: RUBY ESMERALDA FORERO QUIROGA 

Demandado: NACIÓN-FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 

Procede el Despacho a resolver sobre las excepciones previas presentadas por 

la entidad accionada dentro del proceso de la referencia, de conformidad con lo 

dispuesto en el parágrafo 2° del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011 modificado 

por la Ley 2080 de 20211, el cual señala:  

 

“Artículo 38. Modifíquese el parágrafo 2 del artículo 175 de la Ley 1437 

de 2011, el cual será del siguiente tenor:  
 

Parágrafo 2°. De las excepciones presentadas se correrá traslado en la 

forma prevista en el artículo 201A por el término de tres (3) días. En este 

término, la parte demandante podrá pronunciarse sobre las excepciones 

previas y, si fuere el caso, subsanar los defectos anotados en ellas. En 

relación con las demás excepciones podrá también solicitar pruebas.  

 
Las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en 

los artículos 100, 101 Y 102 del Código General del Proceso. Cuando se 

requiera la práctica de pruebas a que se refiere el inciso segundo del 

artículo 101 del citado código, el juez o magistrado ponente las decretará 

en el auto que cita a la audiencia inicial, y en el curso de esta las 

practicará. Allí mismo, resolverá las excepciones previas que requirieron 
pruebas y estén pendientes de decisión.  

 

Antes de la audiencia inicial, en la misma oportunidad para decidir las 

excepciones previas, se declarará la terminación del proceso cuando se 

advierta el incumplimiento de requisitos de procedibilidad.  

 
Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, 

falta manifiesta de legitimación en la causa y prescripción extintiva, se 

declararán fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos 

previstos en el numeral tercero del artículo 182A”. 

 

De la norma en cita, se tiene que las excepciones previas en materia 

contencioso-administrativa y las denominadas cosa juzgada, caducidad, 

transacción, conciliación, falta de legitimación en la causa y prescripción 

extintiva, se tramitarán y decidirán conforme lo regulan los artículos 100, 101 y 

102 del Código General del Proceso (Ley 1564 de 2012). 

                                                 
1 “Por medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso 

administrativo -Ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en 
los procesos que se tramitan ante la jurisdicción”.  
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Conforme lo anterior, se tiene que la Ley 1437 de 2011, modificada por la Ley 

2080 de 2021, en aras de hacer más expedito y ágil el proceso administrativo, 

permite al juez de instancia decidir anticipadamente sobre las excepciones 

previas consagradas en el artículo 100 del Código General del Proceso2 y las de 

cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta de legitimación en la 

causa y prescripción extintiva.  

 

Por lo tanto, de conformidad con el artículo 175 de la Ley 1437 de 2011 se 

procederá a resolver las excepciones previas presentadas por la entidad 

demandada, así:  

 

La Nación – Fiscalía General de la Nación propuso con la contestación de la 

demanda la excepción previa denominada “Falta de agotamiento de vía 

gubernativa” así: 

 

Falta de agotamiento de vía gubernativa: Sustenta el apoderado que, ante 

la entidad que representa no se ha iniciado trámite previo frente a la solicitud 

de sanción moratoria por no consignación y/o pago del auxilio de cesantías. 

 

Resuelve el despacho: De la revisión de la demanda se tiene que las 

pretensiones van dirigidas a obtener la nulidad de los actos administrativos a 

través de los cuales, la entidad demandada negó la reliquidación de las 

prestaciones sociales devengadas por la demandante con la inclusión de la 

Bonificación Judicial creada mediante Decreto 382 de 2013, por cuanto 

considera que la misma tiene el carácter salarial al ser pagada mes a mes, así 

como el pago los intereses moratorios y  sanciones  por  la  mora que se generen 

por el no pago del ajuste en la asignación mensual y de todas las prestaciones 

sociales percibidas desde el 24 de noviembre de 2014.  

 

Por lo tanto, se evidencia que al señalar la parte actora “respectivos intereses 

moratorios” y “sanciones por la mora en el pago”, está haciendo referencia a 

dineros que considera se deberían reconocer en caso de acceder a las 

pretensiones. Por lo que considera este Despacho, que no era necesaria su 

solicitud ante la entidad, pues la pretensión se constituye en accesoria a la 

                                                 
2 ARTÍCULO 100. EXCEPCIONES PREVIAS. Salvo disposición en contrario, el demandado podrá 
proponer las siguientes excepciones previas dentro del término de traslado de la demanda: 

1. Falta de jurisdicción o de competencia. 

2. Compromiso o cláusula compromisoria. 
3. Inexistencia del demandante o del demandado. 

4. Incapacidad o indebida representación del demandante o del demandado. 

5. Ineptitud de la demanda por falta de los requisitos formales o por indebida acumulación de 
pretensiones. 

6. No haberse presentado prueba de la calidad de heredero, cónyuge o compañero permanente, 

curador de bienes, administrador de comunidad, albacea y en general de la calidad en que actúe 
el demandante o se cite al demandado, cuando a ello hubiere lugar. 

7. Habérsele dado a la demanda el trámite de un proceso diferente al que corresponde. 

8. Pleito pendiente entre las mismas partes y sobre el mismo asunto. 

9. No comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios. 
10. No haberse ordenado la citación de otras personas que la ley dispone citar. 

11. Haberse notificado el auto admisorio de la demanda a persona distinta de la que fue 

demandada. 
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pretensión principal y por lo tanto, solo en caso de proceder la acción, será 

objeto de pronunciamiento en la sentencia.  

 

Recapitulando, es claro que la demandante no pretende el pago de sanción 

moratoria por no consignación y/o pago del auxilio de cesantías. Por lo tanto, la 

demandante no estaba obligada a iniciar trámite previo, como lo pretende la 

entidad, teniendo entonces, que no se verifica probada la excepción propuesta 

denominada “falta de agotamiento de la reclamación administrativa”. 

 

Finalmente, se advierte que las excepciones propuestas en contestación de la 

demanda, las denominadas “constitucionalidad de la restricción del carácter 

salarial”, “aplicación del mandato de sostenibilidad fiscal en el Decreto 382 de 

2013”, “legalidad del fundamento normativo particular”, “cumplimiento de un 

deber legal”, “prescripción de los derechos laborales”, “cobro de lo no debido”, 

“improcedencia de la sanción moratoria por falta de consignación y/o pago del 

auxilio de cesantías por reliquidación posterior”,  “buena fe de la demandada” y 

“genérica” no se encuentran dentro de la categoría de excepciones previas, por 

lo que las mismas serán objeto de análisis en la sentencia. 

 

Por otro lado, de conformidad con el poder allegado dentro de la contestación de 

la demanda obrante a folio 27 del archivo 18 del expediente digital, se procede a 

reconocer personería adjetiva a la Doctora Nancy Yamile Moreno Piñeros como 

apoderada judicial de la Fiscalía General de la Nación, para que represente los 

intereses de la entidad demandada en debida forma. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Quince Administrativo del Circuito Judicial 

de Bogotá, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la Ley, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: DECLARAR no probada la excepción denominada “Falta de 

agotamiento de vía gubernativa” propuesta por el apoderado de la Nación - 

Fiscalía General de la Nación, por las razones expuestas en la parte motivada de 

este proveído.  

 

SEGUNDO: RECONOCER personería adjetiva a la Doctora Nancy Yamile Moreno 

Piñeros, identificada con cédula de ciudadanía No. 1.075.276.985 y Tarjeta 

Profesional No. 264.424 del C.S. de la J., para que actúe en este proceso como 

apoderada judicial de la Nación – Fiscalía General de la Nación, en los términos 

y para los fines del poder conferido.  

 

TERCERO: En cumplimiento de lo consignado en el Decreto Legislativo 806 de 

2020, se requiere a los apoderados de las partes para que de manera inmediata 

diligencien el formulario forms publicado en la página de la rama judicial, enlace 

del Juzgado 15 Administrativo del Circuito de Bogotá3, avisos a las comunidades. 

 

                                                 
3 https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-15-administrativo-de-bogota/310 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-15-administrativo-de-bogota/310
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CUARTO: De conformidad con lo normado en el artículo 3 del Decreto 806 de 

2020, las partes deberán remitir los memoriales, solicitudes y demás 

requerimientos con destino a este expediente, a través del correo electrónico a 

la dirección correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, única y exclusivamente, 

con copia al correo aportado por la contraparte. 

 

QUINTO: En firme la providencia en cita, ingrésese al Despacho para continuar 

con el trámite pertinente. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

  

 

 

MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO 

JUEZ 
MPOL 

Firmado Por:

 

 

Martha Helena Quintero Quintero

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

015

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: 543f8f5e505b0b1748a75fd1c8e2e0fffe7630b1d27e7624f1317eb5fc9ba5f5

Documento generado en 18/05/2022 02:55:50 PM
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 JUZGADO QUINCE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá D. C., dieciocho (18) de mayo de dos mil veintidós (2022) 

 

JUEZ: MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO 

 

MEDIO DE 

CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

 

PROCESO No.: 11001-33-35-015-2020-00292-00 

DEMANDANTE: DANIEL ARTURO ARÉVALO GONZÁLEZ 

DEMANDADO: 

 

NACIÓN- FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN  

  

De la revisión del expediente, se tiene que la entidad demandada allegó 

contestación a la demanda, sin embargo, no propuso excepciones previas, 

siendo procedente dar apertura a la etapa probatoria.  

 

Para tal efecto, se hace necesario fijar el litigio, el cual girará en torno 

a determinar si el demandante tiene derecho a que por esta instancia judicial y 

a través del control concreto de constitucionalidad, se inaplique parcialmente el 

Decreto 382 de 2013, específicamente la parte que señala que la 

bonificación “constituirá únicamente factor salarial para la base de cotización al 

Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en 

Salud”, y en consecuencia, se ordene la reliquidación de todas las primas legales 

y extralegales, prima de servicio, vacaciones, prima de vacaciones, prima de 

navidad y cesantías causadas a partir del 1 de enero de 2013 hasta que se haga 

efectivo el reconocimiento del pago, teniendo en cuenta la bonificación judicial 

creada por el mencionado Decreto.    

 

DECISIÓN SOBRE PRUEBAS 

Procede esta instancia judicial a resolver sobre la solicitud de pruebas elevada 

por las partes. Cabe precisar que las pruebas deben estar revestidas de las 

características de pertinencia, conducencia y utilidad, correspondiendo el 

primero de los conceptos a la relación o adecuación entre los hechos que a través 

de la prueba se pretenden hacer llegar al proceso y el objeto mismo del proceso. 

La conducencia, por su parte, es la idoneidad o aptitud legal de la prueba para 

acreditar determinado hecho.  

Relevante igualmente es que la prueba sea útil al proceso, lo cual implica que 

debe contener un valor o relevancia dentro del análisis probatorio de la 

actuación, en la medida que, sin su presencia, éste pueda apuntar hacía 

conclusiones diversas. En tanto, será útil la prueba, que, siendo conducente, 

verse sobre los hechos pertinentes que están cabalmente acreditados dentro de 

la actuación. 
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En consecuencia, el Despacho efectuará pronunciamiento sobre las pruebas 

aportadas y solicitadas por las partes, así: 

1. De las aportadas y solicitadas por la parte actora:  

 

1.1. Aportadas: Con el valor legal que les correspondan, téngase como pruebas 

las aportadas con la demanda, obrantes en folios 17 a 214 del archivo 1 del 

expediente digital.  

 

1.2. Solicitadas: Solicita se oficie a la entidad accionada a fin de que se sirva 

allegar: 

 

1.2.1. Actos de nombramiento y actas de posesión de cada uno de los cargos 

en los cuales se ha desempeñado el demandante. No se decreta su práctica 

por ser innecesaria, toda vez que a folio 48 del archivo 1 del expediente digital, 

obra constancia de servicios prestados donde se indica cada uno de los cargos 

desempeñados por el accionante, con las fechas de ingreso respectivas.   

 

1.2.2. Certificación donde se acrediten los salarios y emolumentos devengados 

por el accionante. Se decreta su práctica por ser pertinente, conducente y útil 

para las resultas del proceso, teniendo en cuenta que la constancia de servicios 

prestados obrante a folio 48 del archivo 1 del expediente digital no especifica 

los factores salariales y emolumentos devengados por la parte actora.  

 

1.2.3. Copia auténtica de los actos demandados con sus constancias de 

notificación. No se decreta su práctica, por cuanto obran a folios 31 a 47 y 50 

a 69 del archivo 1 del expediente digital.  

 

2. Nación- Fiscalía General de la Nación: 

 

2.1. Aportadas: No aportó pruebas.  

  

2.2. Solicitadas: No solicitó la práctica de pruebas.  

 

3. Prueba de oficio: 

 

Oficiar a la Fiscalía General de la Nación para que se sirva informar cómo se 

liquidan cada una de las prestaciones devengadas por el señor Daniel Arturo 

Arévalo González y las normas que las consagra.  

 

 

RECURSOS 

 

Contra la presente decisión procede el recurso de reposición y en subsidio 

apelación, conforme lo dispuesto por los Artículos 242 y 243 numeral 7 de la Ley 

1437 de 2011. 
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Para tal efecto, teniendo en cuenta las medidas adoptadas por el Gobierno 

Nacional y el Consejo Superior de la Judicatura1 tendientes a la mitigación del 

COVID-19, privilegiando la virtualidad, la mencionada documentación será 

recibida a través de correo electrónico a la dirección 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, única y exclusivamente. Igualmente, 

se solicita indicar en el asunto No. de proceso y tipo de memorial. 

 

RECONOCER personería adjetiva al Doctora Nancy Yamile Moreno Piñeros, 

identificado con cédula de ciudadanía No. 1.075.276.985 y Tarjeta Profesional 

No. 264.424 del C.S. de la J., para que actúe en este proceso como apoderado 

de la Nación- Fiscalía General de la Nación, en los términos y para los fines del 

poder conferido. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

  

MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO 

JUEZ 
MPOL 

                                                 
1 Mediante el Acuerdo No. CSJCUA20-55 11 de junio de 2020 del Consejo Superior de la Judicatura “Por medio 

del cual se adoptan unas disposiciones para el Distrito Judicial de Cundinamarca y Amazonas, en los términos 

del Acuerdo PCSJA20-11567, que estableció medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se 
dictan otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor”. 
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JUZGADO QUINCE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá D. C., dieciocho (18) de mayo de dos mil veintidós (2022) 

 

JUEZ: MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO 

 

MEDIO DE 

CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

 

PROCESO No.: 11001-33-35-015-2021-00301-00 

DEMANDANTE WILLIAM CASALLAS TRIVIÑO 

DEMANDADO: 

 

NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN   

NACIONAL - FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO y 

FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A.    

 

De la revisión del expediente, se tiene que la entidad demandada allegó contestación 

a la demanda, sin embargo, no propuso excepciones previas, siendo procedente dar 

apertura a la etapa probatoria. 

 

Para tal efecto, se hace necesario fijar el litigio, el cual girará en torno 

a determinar si el accionante, en su calidad de pensionado del Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, tiene derecho al reconocimiento y pago de una 

prima de medio año equivalente a una mesada pensional, conforme a lo dispuesto en 

el artículo 15 de la Ley 91 de 1989. 

 

DECISIÓN SOBRE PRUEBAS 

Procede esta instancia judicial a resolver sobre la solicitud de pruebas elevada por las 

partes. Cabe precisar que las pruebas deben estar revestidas de las características de 

pertinencia, conducencia y utilidad, correspondiendo el primero de los conceptos a la 

relación o adecuación entre los hechos que a través de la prueba se pretenden hacer 

llegar al proceso y el objeto mismo del proceso. La conducencia, por su parte, es la 

idoneidad o aptitud legal de la prueba para acreditar determinado hecho.  

Relevante igualmente es que la prueba sea útil al proceso, lo cual implica que debe 

contener un valor o relevancia dentro del análisis probatorio de la actuación, en la 

medida que, sin su presencia, éste pueda apuntar hacía conclusiones diversas. En 

tanto, será útil la prueba, que, siendo conducente, verse sobre los hechos pertinentes 

que están cabalmente acreditados dentro de la actuación. 

En consecuencia, el Despacho efectuará pronunciamiento sobre las pruebas aportadas 

y solicitadas por las partes, así: 

1.1 De las aportadas y solicitadas por la parte actora:  

 

1.1.1 Aportadas: Con el valor legal que les correspondan, téngase como 

pruebas las aportadas con la demanda, obrantes en el archivo 5 del 

expediente digital.  



  Expediente No. 2021-00301 

Dte: William Casallas Triviño 
Ddo:Nación - Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio y Fiduciaria la Previsora S.A. 

 

2 

 

 

1.1.2 Solicitadas: Se oficie a la entidad accionada a efectos de que se sirva 

allegar al plenario copia del expediente administrativo que contenga los 

antecedentes de la actuación objeto de litigio. No se decreta la práctica 

de la prueba solicitada por cuanto de la revisión del expediente se 

encuentra que la prueba obrante es suficiente para proferir decisión de 

fondo.  

 

1.2 Nación - Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio y Fiduciaria la Previsora S.A.: 

No aportó ni solicitó la práctica de pruebas.  

 

RECURSOS 

 

Contra la presente decisión procede el recurso de reposición, conforme lo dispuesto 

por los Artículos 242 de la Ley 1437 de 2011. 

 

Para tal efecto, teniendo en cuenta las medidas adoptadas por el Gobierno Nacional 

y el Consejo Superior de la Judicatura1 tendientes a la mitigación del COVID-19, 

privilegiando la virtualidad, la mencionada documentación será recibida a través de 

correo electrónico a la dirección correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, única y 

exclusivamente. Igualmente, se solicita indicar en el asunto No. de proceso y tipo de 

memorial. 

 

RECONOCER personería adjetiva a la Doctora Jenny Katherine Ramírez Rubio, 

identificada con cédula de ciudadanía No. 1.030.570.557 expedida en Bogotá y 

Tarjeta Profesional No. 310.344 del C.S. de la J., para que actúe en este proceso 

como apoderada de la Policía Nacional, en los términos y para los fines del poder 

conferido. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

  

MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO 

JUEZ 
MPOL 

                                                 
1 Mediante el Acuerdo No. CSJCUA20-55 11 de junio de 2020 del Consejo Superior de la Judicatura “Por medio del 

cual se adoptan unas disposiciones para el Distrito Judicial de Cundinamarca y Amazonas, en los términos del Acuerdo 
PCSJA20-11567, que estableció medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan otras 

disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor”. 
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JUZGADO QUINCE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá D. C., dieciocho (18) de mayo de dos mil veintidós (2022) 

 

JUEZ: MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO 

 

MEDIO DE 

CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

 

PROCESO No.: 11001-33-35-015-2021-00326-00 

DEMANDANTE: SONIA BÁEZ MATALLANA 

DEMANDADO: 

 

NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN   

NACIONAL - FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO y 

FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A.    

 

De la revisión del expediente, se tiene que la entidad demandada allegó contestación 

a la demanda, sin embargo, no propuso excepciones previas, siendo procedente dar 

apertura a la etapa probatoria. 

 

Para tal efecto, se hace necesario fijar el litigio, el cual girará en torno 

a determinar si la accionante, en su calidad de pensionada del Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, tiene derecho al reconocimiento y pago de una 

prima de medio año equivalente a una mesada pensional, conforme a lo dispuesto en 

el artículo 15 de la Ley 91 de 1989. 

 

DECISIÓN SOBRE PRUEBAS 

Procede esta instancia judicial a resolver sobre la solicitud de pruebas elevada por las 

partes. Cabe precisar que las pruebas deben estar revestidas de las características de 

pertinencia, conducencia y utilidad, correspondiendo el primero de los conceptos a la 

relación o adecuación entre los hechos que a través de la prueba se pretenden hacer 

llegar al proceso y el objeto mismo del proceso. La conducencia, por su parte, es la 

idoneidad o aptitud legal de la prueba para acreditar determinado hecho.  

Relevante igualmente es que la prueba sea útil al proceso, lo cual implica que debe 

contener un valor o relevancia dentro del análisis probatorio de la actuación, en la 

medida que, sin su presencia, éste pueda apuntar hacía conclusiones diversas. En 

tanto, será útil la prueba, que, siendo conducente, verse sobre los hechos pertinentes 

que están cabalmente acreditados dentro de la actuación. 

En consecuencia, el Despacho efectuará pronunciamiento sobre las pruebas aportadas 

y solicitadas por las partes, así: 

1.1 De las aportadas y solicitadas por la parte actora:  

 

1.1.1 Aportadas: Con el valor legal que les correspondan, téngase como 

pruebas las aportadas con la demanda, obrantes a folio 19 a 23 del 

archivo 2 del expediente digital.  
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1.1.2 Solicitadas: No solicitó la práctica de pruebas. 

 

 

1.2 Nación - Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio y Fiduciaria la Previsora S.A.:  

 

1.2.1 Aportadas: No aportó pruebas.  

 

1.2.2 Solicitadas: Se oficie a la a la Unidad De Gestión Pensional y Parafiscales 

– UGPP a efectos de que se sirva allegar al plenario: 

 

• Certificado donde se acredite si la demandante es o no acreedora de 

la pensión gracia. No se decreta la práctica de la prueba solicitada 

por cuanto de la revisión del expediente se encuentra que la prueba 

obrante es suficiente para proferir decisión de fondo.  

 

 

RECURSOS 

 

Contra la presente decisión procede el recurso de reposición, conforme lo dispuesto 

por los Artículos 242 de la Ley 1437 de 2011. 

 

Para tal efecto, teniendo en cuenta las medidas adoptadas por el Gobierno Nacional 

y el Consejo Superior de la Judicatura1 tendientes a la mitigación del COVID-19, 

privilegiando la virtualidad, la mencionada documentación será recibida a través de 

correo electrónico a la dirección correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, única y 

exclusivamente. Igualmente, se solicita indicar en el asunto No. de proceso y tipo de 

memorial. 

 

RECONOCER personería adjetiva a la Doctora Lina Paola Reyes Hernández, 

identificada con cédula de ciudadanía No. 1.118.528.863 expedida en Yopal y Tarjeta 

Profesional No. 278.713 del C.S. de la J., para que actúe en este proceso como 

apoderada de la Policía Nacional, en los términos y para los fines del poder conferido. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

  

MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO 

JUEZ 
MPOL 

                                                 
1 Mediante el Acuerdo No. CSJCUA20-55 11 de junio de 2020 del Consejo Superior de la Judicatura “Por medio del 

cual se adoptan unas disposiciones para el Distrito Judicial de Cundinamarca y Amazonas, en los términos del Acuerdo 
PCSJA20-11567, que estableció medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan otras 

disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor”. 
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JUZGADO QUINCE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá D. C., dieciocho (18) de mayo de dos mil veintidós (2022) 

 

JUEZ: MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO 

 

MEDIO DE 

CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

 

PROCESO No.: 11001-33-35-015-2021-00328-00 

DEMANDANTE: CLARA NUBIA PÉREZ GONZÁLEZ 

DEMANDADO: 

 

NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN   

NACIONAL - FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO y 

FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A.    

 

De la revisión del expediente, se tiene que la entidad demandada allegó contestación 

a la demanda, sin embargo, no propuso excepciones previas, siendo procedente dar 

apertura a la etapa probatoria. 

 

Para tal efecto, se hace necesario fijar el litigio, el cual girará en torno 

a determinar si la accionante, en su calidad de pensionada del Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, tiene derecho al reconocimiento y pago de una 

prima de medio año equivalente a una mesada pensional, conforme a lo dispuesto en 

el artículo 15 de la Ley 91 de 1989. 

 

DECISIÓN SOBRE PRUEBAS 

Procede esta instancia judicial a resolver sobre la solicitud de pruebas elevada por las 

partes. Cabe precisar que las pruebas deben estar revestidas de las características de 

pertinencia, conducencia y utilidad, correspondiendo el primero de los conceptos a la 

relación o adecuación entre los hechos que a través de la prueba se pretenden hacer 

llegar al proceso y el objeto mismo del proceso. La conducencia, por su parte, es la 

idoneidad o aptitud legal de la prueba para acreditar determinado hecho.  

Relevante igualmente es que la prueba sea útil al proceso, lo cual implica que debe 

contener un valor o relevancia dentro del análisis probatorio de la actuación, en la 

medida que, sin su presencia, éste pueda apuntar hacía conclusiones diversas. En 

tanto, será útil la prueba, que, siendo conducente, verse sobre los hechos pertinentes 

que están cabalmente acreditados dentro de la actuación. 

En consecuencia, el Despacho efectuará pronunciamiento sobre las pruebas aportadas 

y solicitadas por las partes, así: 

1.1 De las aportadas y solicitadas por la parte actora:  

 

1.1.1 Aportadas: Con el valor legal que les correspondan, téngase como 

pruebas las aportadas con la demanda, obrantes a folio 19 a 22 del 

archivo 2 del expediente digital.  
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1.1.2 Solicitadas: No solicitó la práctica de pruebas. 

 

 

1.2 Nación - Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio y Fiduciaria la Previsora S.A.:  

 

1.2.1 Aportadas: No aportó pruebas.  

 

1.2.2 Solicitadas: Se oficie a la a la Unidad De Gestión Pensional y Parafiscales 

– UGPP a efectos de que se sirva allegar al plenario certificado donde se 

acredite si la demandante es o no acreedora de la pensión gracia. No 

se decreta la práctica de la prueba solicitada por ser una prueba 

innecesaria para las resultas del proceso. 

 

 

RECURSOS 

 

Contra la presente decisión procede el recurso de reposición, conforme lo dispuesto 

por los Artículos 242 de la Ley 1437 de 2011. 

 

Para tal efecto, teniendo en cuenta las medidas adoptadas por el Gobierno Nacional 

y el Consejo Superior de la Judicatura1 tendientes a la mitigación del COVID-19, 

privilegiando la virtualidad, la mencionada documentación será recibida a través de 

correo electrónico a la dirección correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, única y 

exclusivamente. Igualmente, se solicita indicar en el asunto No. de proceso y tipo de 

memorial. 

 

RECONOCER personería adjetiva a la Doctora Lina Paola Reyes Hernández, 

identificada con cédula de ciudadanía No. 1.118.528.863 expedida en Yopal y Tarjeta 

Profesional No. 278.713 del C.S. de la J., para que actúe en este proceso como 

apoderada de la Policía Nacional, en los términos y para los fines del poder conferido. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

  

MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO 

JUEZ 
MPOL 

 

                                                 
1 Mediante el Acuerdo No. CSJCUA20-55 11 de junio de 2020 del Consejo Superior de la Judicatura “Por medio del 

cual se adoptan unas disposiciones para el Distrito Judicial de Cundinamarca y Amazonas, en los términos del Acuerdo 
PCSJA20-11567, que estableció medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan otras 

disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor”. 
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 JUZGADO QUINCE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá D. C., dieciocho (18) de mayo de dos mil veintidós (2022) 

 

JUEZ: MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO 

 

MEDIO DE 

CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

 

PROCESO No.: 11001-33-35-015-2021-00187-00 

DEMANDANTE: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES  

DEMANDADO: 

 

JESUS MANUEL QUIROZ PORTELA 

  

Procedería este Despacho a adoptar decisión de fondo dentro del proceso de la 

referencia, sino observara que la notificación de la demanda se efectuó al correo 

electrónico allegado por la entidad jesusquirozp@hotmail.com  sin que a la fecha 

el demandado se haya hecho presente (archivo 17 del expediente digital) 

 

De la revisión del expediente se tiene que la entidad indicó como dirección física 

de notificación del demandado, la calle 76 # 20C-74, en la ciudad de Bogotá, 

dirección física a la que se envió citación para diligencia de notificación y que fue 

devuelta. Por lo que la entidad aportó la dirección de correo electrónico: 

jesusquirozp@hotmail.com, dirección a la que fue enviada la notificación. No 

obstante, el demandante no se ha hecho parte. 

 

Ahora bien, se tiene que dentro del expediente administrativo aportado por la 

entidad demandante se registra en algunos documentos como dirección del 

demandado, la carrera 11 No. 19 b-08 en la ciudad de Valledupar- Cesar, 

dirección que en principio no fue aportada por la entidad y frente a la cual no se 

ha intentado la citación. 

 

De igual manera este Despacho verificó en el Sistema de Consulta de la Base de 

Datos Única de Afiliados BDUA del Sistema General de Seguridad Social en Salud 

BDUA-SGSSS que el demandado señor Jesús Manuel Quiroz Portela se encuentra 

afiliado a la EPS Salud Total, registrando como ciudad Valledupar. 

 

De conformidad con lo anterior, en aras de garantizar el derecho de defensa y 

contradicción del demandado, ordena oficiar a la EPS Salud Total a fin de que 

allegue la dirección física y/o electrónica del demandando. De igual manera se 

ordena a la entidad demandante que remita el aviso de notificación a la dirección 

carrera 11 No. 19 b-08 Valledupar- Cesar.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

  

MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO 

JUEZ 
AM 
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JUZGADO QUINCE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

 JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

 

 

 

Bogotá D. C., dieciocho (18) de mayo de dos mil veintidós (2022) 

 

JUEZ: MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO 

 

MEDIO DE 

CONTROL: 

 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

PROCESO No.: 11001-33-35-015-2021-00272-00 

DEMANDANTE: AXEL GERMÁN NAVAS NAVAS 

DEMANDADO: 

 

NACIÓN –RAMA JUDICIAL -DIRECCIÓN EJECUTIVA 

DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL 

Procedería este Despacho Judicial a pronunciarse sobre la continuación del 

trámite procesal del presente medio de control, sino evidenciara que existe una 

causal de impedimento para tramitar y conocer del presente proceso. En razón 

a que el actor pretende el reconocimiento, reliquidación y pago de la 

compensación de las vacaciones en dinero con la inclusión de la prima especial 

del 30%.  

 

Impedimento general: 

  

El artículo 131 Numeral 2 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, establece: 

  

“Artículo 131 Numeral 2. “Si el Juez en quien concurra la causal de impedimento 

estima que comprende a todos los jueces administrativos, pasará el expediente 
al superior expresando los hechos en que se fundamenta. De aceptarse el 

impedimento el Tribunal designará conjuez para el conocimiento del asunto.” 

  
En el presente evento la titular del despacho considera que concurre causal de 

impedimento que comprende a todos los jueces administrativos, teniendo en 

cuenta que se reclama la inclusión de la prima especial de servicios en la 

liquidación y pago de las vacaciones.  

 

Efectivamente, la prima especial de servicios, fue establecida para todos los 

Jueces de la República con fundamento en el artículo 14 de la Ley 4 de 1992, 

que a su texto reza: 

  
“ARTÍCULO 14. El Gobierno Nacional establecerá una prima no inferior al 30% ni 

superior al 60% del salario básico, sin carácter salarial para los Magistrados de 
todo orden de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial y Contencioso 

Administrativo, Agentes del Ministerio Público delegados ante la Rama Judicial y 

para los Jueces de la República, incluidos los Magistrados y Fiscales del 

Tribunal Superior Militar, Auditores de Guerra y Jueces de Instrucción Penal 
Militar, excepto los que opten por la escala de salarios de la Fiscalía General de 

la Nación, con efectos a partir del primero (1o.) de enero de 1993.  
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Igualmente tendrán derecho a la prima de que trata el presente artículo, los 

delegados departamentales del Registrador Nacional del Estado Civil, los 

Registradores del Distrito Capital y los niveles Directivo y Asesor de la 
Registraduría Nacional del Estado Civil.” (Negrita del Despacho). 

  
Por lo anterior, los Jueces de esta jurisdicción se encuentran en la misma 

situación de quien presenta la demanda, razón por la cual, reclaman 

judicialmente el reconocimiento del porcentaje del 30% sobre sus prestaciones 

sociales, como es de público conocimiento, especialmente por parte del Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca. 

  

En consecuencia, se procederá a remitir el estudio de la demanda presentada 

por el señor Áxel Germán Navas Navas al Juzgado Primero Administrativo 

Transitorio del Circuito Judicial de Bogotá, en razón a que dicho Juzgado es quien 

ha asumido el conocimiento de los procesos que corresponden por reparto a este 

Despacho. 

  

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Quince Administrativo del Circuito Judicial 

de Bogotá- Sección Segunda administrando justicia en nombre de la República 

de Colombia y por autoridad de la Ley, 

  

RESUELVE: 

  

PRIMERO: DECLARAR el impedimento general por parte de los Jueces 

Permanentes de esta Jurisdicción para conocer del asunto de la referencia, por 

las razones expuestas en la parte motiva. 

  

SEGUNDO: REMITIR las presentes diligencias al Juzgado Primero 

Administrativo Transitorio, por las razones expuestas en la parte motiva y para 

lo de su cargo.  

  

TERCERO: Por Secretaría dese cumplimiento a lo dispuesto en los numerales 

anteriores, previas las anotaciones a que haya lugar. 

  

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

  

  

MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO  

JUEZ 
am 
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 JUZGADO QUINCE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá D. C., dieciocho (18) de mayo de dos mil veintidós (2022) 

 

JUEZ: MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO 

 

MEDIO DE 

CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

 

PROCESO No.: 11001-33-35-015-2021-00294-00 

DEMANDANTE: ALBA LUZ BOADA PEDRAZA 

DEMANDADO: 

 

NACIÓN- FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN  

  

De la revisión del expediente, se tiene que la entidad demandada allegó 

contestación a la demanda, sin embargo, no propuso excepciones previas, 

siendo procedente dar apertura a la etapa probatoria.  

 

Para tal efecto, se hace necesario fijar el litigio, el cual girará en torno 

a determinar si la demandante tiene derecho a que por esta instancia judicial y 

a través del control concreto de constitucionalidad, se inaplique parcialmente el 

Decreto 382 de 2013, específicamente la parte que señala que la 

bonificación “constituirá únicamente factor salarial para la base de cotización al 

Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en 

Salud”, y en consecuencia, se ordene la reliquidación de todas las primas legales 

y extralegales, prima de servicio, vacaciones, prima de vacaciones, prima de 

navidad y cesantías causadas a partir del 1 de enero de 2013 hasta que se haga 

efectivo el reconocimiento del pago, teniendo en cuenta la bonificación judicial 

creada por el mencionado Decreto.    

 

DECISIÓN SOBRE PRUEBAS 

Procede esta instancia judicial a resolver sobre la solicitud de pruebas elevada 

por las partes. Cabe precisar que las pruebas deben estar revestidas de las 

características de pertinencia, conducencia y utilidad, correspondiendo el 

primero de los conceptos a la relación o adecuación entre los hechos que a través 

de la prueba se pretenden hacer llegar al proceso y el objeto mismo del proceso. 

La conducencia, por su parte, es la idoneidad o aptitud legal de la prueba para 

acreditar determinado hecho.  

Relevante igualmente es que la prueba sea útil al proceso, lo cual implica que 

debe contener un valor o relevancia dentro del análisis probatorio de la 

actuación, en la medida que, sin su presencia, éste pueda apuntar hacía 

conclusiones diversas. En tanto, será útil la prueba, que, siendo conducente, 

verse sobre los hechos pertinentes que están cabalmente acreditados dentro de 

la actuación. 
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En consecuencia, el Despacho efectuará pronunciamiento sobre las pruebas 

aportadas y solicitadas por las partes, así: 

1. De las aportadas y solicitadas por la parte actora:  

 

1.1. Aportadas: Con el valor legal que les correspondan, téngase como pruebas 

las aportadas con la demanda, obrantes en los archivos 5, 6, 7, 8, 9, 14 y 16 

del expediente digital.  

 

1.2. Solicitadas: Solicita se oficie a la entidad accionada a fin de que se sirva 

allegar: 

 

1.2.1. Actos de nombramiento y actas de posesión de cada uno de los cargos 

en los cuales se ha desempeñado la demandante. No se decreta su práctica 

por ser innecesaria, toda vez que a archivo 14 del expediente digital, obra 

constancia de servicios prestados donde se indica cada uno de los cargos 

desempeñados por la accionante, con las fechas de ingreso respectivas.   

 

1.2.2. Certificación donde se acrediten los salarios y emolumentos devengados 

por la accionante. No se decreta su práctica, por cuanto obra en el archivo 14 

y 16 del expediente digital. 

 

1.2.3. Copia auténtica de los actos demandados con sus constancias de 

notificación. No se decreta su práctica, por cuanto obran a archivo 6 y 7 del 

expediente digital.  

 

2. Nación- Fiscalía General de la Nación: 

 

2.1. Aportadas: No aportó pruebas.  

  

2.2. Solicitadas: No solicitó la práctica de pruebas.  

 

3. Prueba de oficio: 

 

Solicita este Despacho se oficie a la Fiscalía General de la Nación para que se 

sirva informar como se liquidan cada una de las prestaciones devengadas por la 

señora Alba Luz Boada Pedraza y las normas que las consagra.  

 

 

RECURSOS 

 

Contra la presente decisión procede el recurso de reposición y en subsidio 

apelación, conforme lo dispuesto por los Artículos 242 y 243 numeral 7 de la Ley 

1437 de 2011. 
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Para tal efecto, teniendo en cuenta las medidas adoptadas por el Gobierno 

Nacional y el Consejo Superior de la Judicatura1 tendientes a la mitigación del 

COVID-19, privilegiando la virtualidad, la mencionada documentación será 

recibida a través de correo electrónico a la dirección 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, única y exclusivamente. Igualmente, 

se solicita indicar en el asunto No. de proceso y tipo de memorial. 

 

RECONOCER personería adjetiva al Doctora Nancy Yamile Moreno Piñeros, 

identificado con cédula de ciudadanía No. 1.075.276.985 y Tarjeta Profesional 

No. 264.424 del C.S. de la J., para que actúe en este proceso como apoderado 

de la Nación- Fiscalía General de la Nación, en los términos y para los fines del 

poder conferido. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

  

MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO 

JUEZ 
MPOL 

                                                 
1 Mediante el Acuerdo No. CSJCUA20-55 11 de junio de 2020 del Consejo Superior de la Judicatura “Por medio 

del cual se adoptan unas disposiciones para el Distrito Judicial de Cundinamarca y Amazonas, en los términos 

del Acuerdo PCSJA20-11567, que estableció medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se 
dictan otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor”. 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


Firmado Por:

 

 

Martha Helena Quintero Quintero

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

015

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: 01b5511b63a4d30c9f349c59312a87e62a64a076bba9e6c3e99190075cc5c4a0

Documento generado en 18/05/2022 02:55:43 PM

 

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



   

 

   

 

 JUZGADO QUINCE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

 

 

Bogotá D. C., dieciocho (18) de mayo de dos mil veintidós (2022)  

 

JUEZ: MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO 

 

MEDIO DE 

CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

 

PROCESO No.: 11001-33-35-015-2021-00300-00 

DEMANDANTE: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 

COLPENSIONES 

DEMANDADO: 

 

OLGA RAMÍREZ DE RIVERA Y UNIDAD 

ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 

PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES 

DE LA PROTECCIÓN SOCIAL-UGPP  

 

Mediante memorial de fecha 08 de abril de 2022, COLPENSIONES acreditó haber 

remitido citatorio para notificación personal a la señora OLGA RAMIREZ DE 

RIVERA, a la dirección física de correspondencia (CL 120 70 D 35 de la ciudad 

de Bogotá). 

 

No obstante, a la fecha la entidad demandante no ha aportado el soporte que 

acredite el resultado de la entrega del referido citatorio, por lo que se dispone 

REQUERIR a COLPENSIONES, para que allegue la constancia de entrega del 

citatorio remitido a la demandada. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

  

MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO 

JUEZ 
JAGM 
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JUZGADO QUINCE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

Bogotá D. C., dieciocho (18) de mayo de dos mil veintidós (2022) 

  

JUEZ: MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO  

 

MEDIO DE 

CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

PROCESO No.: 11001-33-35-015-2021-00307-00 

DEMANDANTE: NELSON FERNANDO BUITRAGO RUALES   

DEMANDADO: 

 

NACIÓN- FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 

 

De conformidad con el informe secretarial que antecede y lo previsto en el 

artículo 181 de la Ley 1437 de 2011 modificada por la Ley 2080 de 20211, se 

ordena correr traslado a las partes y al representante del Ministerio Público por 

el término de 10 días, para que formulen sus alegatos de conclusión y rinda 

concepto de fondo, respectivamente.  

 

Para tal efecto, teniendo en cuenta las medidas adoptadas por el Gobierno 

Nacional2 y el Consejo Superior de la Judicatura tendientes a la mitigación del 

COVID-19, privilegiando la virtualidad, los mencionados escritos serán recibidos 

a través de correo electrónico a la dirección 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, única y exclusivamente. Igualmente, 

se solicita indicar en el asunto No. de proceso y tipo de memorial. 

  

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

  

MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO 

JUEZ 
MCGR 

                                                 
1 “Por medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso 

administrativo -Ley 1437 de 2011-y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión 

en los procesos que se tramita nante la jurisdicción”. 

 
2 A través del Decreto Legislativo No. 806 del 04 de junio de 2020 del Ministerio de Justicia y del 

Derecho “Por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las 

comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la 

atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de Emergencia Económica, 
Social y Ecológica”. 
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 JUZGADO QUINCE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO  

JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá D.C., dieciocho (18) de mayo de dos mil veintidós (2022) 

 

JUEZ: MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO 

 

REFERENCIA EJECUTIVO N° 11001-33-35-015-2021-00315-00 

DEMANDANTE CLARA INÉS GARCÍA RESTREPO 

DEMANDADO UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 

GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES 

PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL -UGPP 

 

Procede este Despacho judicial a decidir sobre la solicitud de librar mandamiento 

ejecutivo, elevada por el apoderado de la señora CLARA INÉS GARCÍA 

RESTREPO.  

 

ANTECEDENTES 

 

La ejecutante, actuando en nombre propio, pretende que sea librado 

mandamiento ejecutivo en los siguientes términos:  

 

“PRIMERO: $ 50.000.000.00, conforme a la resolución RDP 20052 del 16 de mayo 

de 2017 que modificó el art segundo de la resolución PAP 040798 de 28 de febrero 

de 2.011 de la UGPP. 

 

El valor señalado, corresponde a los rendimientos financieros en intereses del valor 

pagado por la UGPP, por concepto de las diferencias de   la   reliquidación   de   

mesadas   pensionales, desde   la   fecha reconocimiento pensional, 12 de marzo 

de 2004, a agosto de 2.021, lo adeudado, por concepto de intereses, se liquida, 

así: 

 

1 enero 1.994 a agosto de 2.021, al 22.59% anual, al 25.86 anual, al 2.155 % 

mensual de $491.308.00, por 324 meses.......6.982.220.oo  

 

TOTAL....................................................................$6.698.222  

 

Y los intereses que se causen a partir de esta fecha liquidada, hasta el día del pago 

efectivo de la condena Judicial. 

 

SEGUNDO: POR LA SUMADE $1.750.000.oo M.CTE, VALOR DE LA INDEXACIÓN, 

RECONOCIDO EN EL ARTÍCULO SEXTO DE LA RESOLUCIÓN PAP  040798 DEL  28 

DE FEBRERO DE  2011, DE CAJANAL.   
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El valor señalado, es el valor pagado por la UGPP, por concepto de reliquidación de 

mesadas $50.000.000.oo,    entre    la   fecha    de    la Resolución: PAP 040798 

de 28 de febrero de 2011 a agosto de 2.021.  

 

Lo adeudado, por concepto de indexación, se liquida, así: 

 

Pago de mesadas: $50.000.000.oo m.c.  

 

IPC agosto de 2.021, fecha de la ejecución = 3.5% anual. 

 

H: VR: monto a indexar $50.000.000.oo$  

 

50.000.000.oo  X   3.5%%  I.P.C. año 2.021  

 

VR = $1.750.000.oo 

 

TERCERO: Por no ventilarse en esta ejecución un interés público, sino un interés 

particular, se condene en costas del proceso a la Entidad demandada como lo 

señala el artículo 188 del Código de procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, en concordancia con el art. 361 el C.G. del P…” 

 

Presenta la demandante como título ejecutivo para que se libre por este 

Despacho Judicial el mandamiento de pago (i) copia auténtica de la sentencia 

emitida por el Juzgado 15 Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá el 14 de 

mayo de 2008 (Fl. 01 del archivo 02 del expediente digital) (ii) Copia de la 

sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección 

segunda subsección “B” (Fl. 19 del archivo 02 del expediente digital) (iii) copia 

de la Resolución No. PAP 040798 de 28 de febrero de 2011, por medio de la cual 

se da cumplimiento a un fallo judicial (Fl. 81 del archivo 02 del expediente 

digital) y, (iv) copia de la Resolución No. RDP 20052 de 16 de mayo de 2017 

proferida por la UGPP por medio de la cual se modifica la resolución PAP 040798 

de 28 de febrero de 2011 (Fl. 88 del archivo 02 del expediente digital). 

 

CONSIDERACIONES 

 

La Ley 1437 de 2011, por la cual se expide el Código de Procedimiento 

administrativo y de lo Contencioso Administrativo, indica en el artículo 297, que 

constituye título ejecutivo, así:  

 

“Artículo 297. Título Ejecutivo. Para los efectos de este Código, constituyen 

título ejecutivo: 

 

1. Las sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo, mediante las cuales se condene a una entidad pública 

al pago de sumas dinerarias. 

(…) 4. Las copias auténticas de los actos administrativos con constancia de 

ejecutoria, en los cuales conste el reconocimiento de un derecho o la existencia 
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de una obligación clara, expresa, y exigible a cargo de la respectiva autoridad 

administrativa. La autoridad que expida el acto administrativo tendrá el deber de 

hacer constar que la copia auténtica corresponde al primer ejemplar.” 

 

Así mismo el artículo 155 de la ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 30 

de la Ley 2080 de 2021, se refiere a la competencia de los Juzgados 

Administrativos, así:  

 

“Los juzgados administrativos conocerán en primera instancia de los siguientes 

asuntos:  

 

(…)7. De la ejecución de condenas impuestas o conciliaciones judiciales 

aprobadas en los procesos que haya conocido el respectivo juzgado en primera 

instancia, incluso si la obligación que se persigue surge en el trámite de los 

recursos extraordinarios. Asimismo, conocerá de la ejecución de las 

obligaciones contenidas en conciliaciones extrajudiciales cuyo trámite de 

aprobación haya conocido en primera instancia. En los casos señalados en este 

numeral, la competencia se determina por el factor de conexidad, sin atención 

a la cuantía. Igualmente, dé los demás procesos ejecutivos cuando la cuantía 

no exceda de mil quinientos (1.500) salarios mínimos legales mensuales 

vigentes...” 

 

De la interpretación armónica de las normas antedichas se concluye que la 

Jurisdicción Contenciosa Administrativa es competente para conocer los 

procesos ejecutivos cuyo título de recaudo sea una sentencia condenatoria 

proferida por la misma jurisdicción, así como el acto administrativo mediante el 

cual se dio cumplimiento al fallo.  

 

Lo anterior, permite a este Juzgador asumir la competencia para conocer de la 

acción impetrada, por cuanto el título ejecutivo lo conforman tanto los actos 

administrativos que dieron cumplimento al fallo, como la sentencia judicial 

proferida por la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, la cual según la 

accionante no se cumplió debidamente, lo que nos lleva a concluir que el título 

que aquí se pretende ejecutar es un título ejecutivo complejo, entendido como 

aquel que “se integra por varios documentos que tienen vida jurídica propia 

aunque dependiente, de los cuales resulta una obligación clara, expresa y 

exigible a cargo del deudor”1. 

 

Ahora bien, el numeral 11 del artículo 136 del Decreto 01 de 1984, Código 

Contencioso Administrativo, modificado por el artículo 44 de la Ley 446 de 1998, 

dispone: 

 

“Artículo 136. Caducidad de las acciones.  

                                            
1 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN CUARTA, C.P. HÉCTOR J. 

ROMERO DÍAZ, Bogotá, D.C., 31 de  marzo  de 2005, Rad: 25000-23-27-000-2002-00898-01(14250), Actor: 

AVIONES DE COLOMBIA S.A.   
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(…) 

11. La acción ejecutiva derivada de decisiones judiciales proferidas por esta 

jurisdicción, caducará al cabo de cinco (5) años, contados a partir de la 

exigibilidad del respectivo derecho. La exigibilidad será la señalada por la ley o 

la prevista por la respectiva decisión judicial. (…)” 

 

Sobre la exigibilidad del derecho a ejecutar el H. Consejo de Estado, Sala de lo 

Contencioso Administrativo, Sección tercera, en proveído del 11 de octubre de 

2006, Rad. No. 2001-00993-01(30566), C.P. Mauricio Fajardo Gómez, señaló: 

 

“Por su parte, el numeral 11 del artículo 44 de la Ley 446 del 8 de julio de 1998 

establece: “Caducidad de las acciones: La acción ejecutiva derivada de decisiones 

judiciales proferidas por esta jurisdicción, caducará al cabo de cinco (5) años, 

contados a partir de la exigibilidad del respectivo derecho. La exigibilidad será la 

señalada por la ley o la prevista por la respectiva decisión judicial”. 

... 

Ahora bien, el término de caducidad de la acción ejecutiva (5 años, después de la 

reforma adoptada mediante la Ley 446 de 1998), comenzará a contarse a partir 

del momento en que la obligación sea exigible, es decir, desde el momento en que 

no esté sometida a condición o a plazo o que estándolo, estos se hubieren 

cumplido, puesto que será a partir de ese momento que empiezan a correr los 

términos legales para que opere el fenómeno en mención”. 

 

Así, la normativa y jurisprudencia en cita establecen que la caducidad de la 

acción ejecutiva respecto de las decisiones judiciales consiste en el término 

extintivo de cinco (5) años contados a partir de la exigibilidad del respectivo 

derecho, norma que se encontraba vigente al momento de la ejecutoria de las 

providencias que se pretenden ejecutar para el cumplimiento del derecho en 

éstas declarado. 

 

En el presente caso se tiene que la decisión judicial que se pretende ejecutar fue 

proferida el 14 de mayo de 2008 (Fl. 01 del archivo 02 del expediente digital) y 

fue confirmada por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda 

Subsección “B” el día 29 de enero de 2009 (Fl. 19 del archivo 02 del expediente 

digital), es decir en vigencia del Código Contencioso Administrativo Decreto 1 de 

1984, en consecuencia el análisis de las pretensiones  se realizará a la luz de 

dicha normatividad. 

 

Por otra parte, en el presente caso se tiene que las providencias referidas 

quedaron ejecutoriadas el 12 de febrero de 2009, conforme se indica en la 

constancia expedida por la secretaría de este despacho, obrante en archivo 14 

del expediente digital.  
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Ahora bien, en atención a que la pretensión del proceso ejecutivo es de 

naturaleza ejecutoria se tiene que el Código Contencioso Administrativo dispuso 

en su artículo 177 que las condenas impuestas a las entidades públicas serían 

ejecutables a partir de los 18 meses después en que adquirieron su firmeza: 

 

“Efectividad de condenas contra entidades públicas 

Art. 177.- (…) 

Sera causal de mala conducta de los funcionarios encargados de ejecutar los 

presupuestos públicos, pagar las apropiaciones para el cumplimiento de condenas 

más lentamente que el resto. Tales condenas, además, serán ejecutables ante la 

justicia ordinaria dieciocho (18) meses después de su ejecutoria. (…)” 

 

Es del caso señalar en este punto, que el término de caducidad fue suspendido 

por la entrada en proceso de liquidación de CAJANAL, como así lo ha dispuesto 

la Corte de Cierre de esta jurisdicción en reiterada jurisprudencia, entre las 

cuales se encuentra la sentencia proferida por la Sección Segunda – Subsección 

“B” el 19 de julio de 2018, dentro del radicado 25000-23-42-000-2017-01281-

01(1516-18), C.P. Sandra Lisset Ibarra Vélez en la que se indicó:  

  

“(…) se reitera, que los términos de prescripción y de caducidad de las obligaciones 

a cargo de la entidad liquidada no corrieron entre el 12 de junio de 2009 hasta el 

11 de junio de 2013, esto es, por el espacio de cuatro (4) años. De manera que, 

levantada la suspensión de aquellos, el 12 de junio de 2013, con la conclusión del 

trámite liquidatorio, se reanudó el cómputo de los cinco (5) años con que contaba 

la actora para formular la demanda ejecutiva respecto de las obligaciones 

reconocidas en la sentencia condenatoria. (…)” (subraya del despacho)  

  

Así, se tiene que el término de caducidad de la acción ejecutiva en los procesos 

adelantados contra la extinta CAJANAL hoy Unidad Administrativa Especial de 

Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social “UGPP”, 

fue suspendido entre el 12 de junio de 2009 y el 11 de junio de 2013, por lo 

que dicho período debe tenerse en cuenta al momento de calcular la prescripción 

de la acción ejecutiva.  

  

Dentro del caso en estudio se tiene acreditado que las sentencias cobraron 

ejecutoria el 12 de febrero de 2009, fecha a partir de la cual empiezan a contarse 

los 18 meses de que trata el artículo 177 del C.C.A. (Norma vigente al momento 

de proferirse la sentencia base de ejecución), es decir la exigibilidad del 

respectivo derecho se cumplió el 12 de agosto de 2010, momento para el cual 

se encontraban suspendidos los términos de prescripción y caducidad (entre el 

12 de junio de 2009 y el 11 de junio de 2013), por lo que la caducidad de la 

presente acción ocurriría el 11 de agosto de 2019.  

 

De conformidad con el antecedente jurisprudencial se evidencia que la presente 

acción ejecutiva se encuentra afectada del fenómeno de caducidad, en razón a 
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que al verificar la fecha de radicación ante la Oficina de Apoyo de los Juzgados 

Administrativos se tiene que la demanda ejecutiva fue presentada el 20 de 

septiembre de 2021 (archivo 03 del expediente digital), fecha para la cual ya se 

encontraba vencido el término para presentar el proceso ejecutivo, pues como 

quedó sentado, los cinco años de caducidad contados después de la ejecutoria, 

incluyendo el periodo de suspensión de términos de las acciones en contra de la 

extinta CAJANAL, vencieron el 11 de agosto de 2019.  

 

Conforme con lo anteriormente expuesto, el Despacho negará el mandamiento 

de pago por configurarse el fenómeno jurídico de caducidad de la demanda 

ejecutiva presentada por la señora CLARA INÉS GARCÍA RESTREPO, contra la 

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL -UGPP. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Quince Administrativo del Circuito Judicial 

de Bogotá - Sección Segunda,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO. NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por la señora 

CLARA INÉS GARCÍA RESTREPO, por encontrarse caducada, de conformidad 

con razones expresadas en la parte motiva del presente proveído. 

 

SEGUNDO.- Notifíquese de la presente providencia de acuerdo a lo dispuesto 

en el artículo 295 del C.G.P. 

 

TERCERO.- Contra la presente decisión procede el recurso de apelación 

contemplado en el artículo 438 del C.G.P. 

 

CUARTO.- Ejecutoriada esta providencia, archívese el expediente, previa las 

anotaciones de ley. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO 

JUEZ 

JAGM 

 

Firmado Por:



 

 

Martha Helena Quintero Quintero
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Juzgado Administrativo
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Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: 7452f54d3aef25bb5081f05cf3895692c6b8c2ab54dfe03a89a79b8ed2b3111c

Documento generado en 18/05/2022 02:55:44 PM

 

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



   

 

1 

 

 

 

JUZGADO QUINCE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

 JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá, D.C., dieciocho (18) de mayo de dos mil veintidós (2022) 

 

JUEZ: MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO 

 

 

Referencia: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Nº 11001-33-35-015-2021-00361-00  

Demandante: ADELAIDA ROJAS MONTENEGRO 

Demandado: HOSPITAL CENTRAL MILITAR(HMC)   

Procede el Despacho a resolver sobre las excepciones previas presentadas por 

las entidades accionadas dentro del proceso de la referencia, de conformidad 

con lo dispuesto en el parágrafo 2° del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011 

modificado por la Ley 2080 de 20211, el cual señala:  

 

“Artículo 38. Modifíquese el parágrafo 2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011, 

el cual será del siguiente tenor:  

 

Parágrafo 2°. De las excepciones presentadas se correrá traslado en la forma 
prevista en el artículo 201A por el término de tres (3) días. En este término, la 

parte demandante podrá pronunciarse sobre las excepciones previas y, si fuere 

el caso, subsanar los defectos anotados en ellas. En relación con las demás 

excepciones podrá también solicitar pruebas.  
 

Las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los 

artículos 100, 101 Y 102 del Código General del Proceso. Cuando se requiera la 

práctica de pruebas a que se refiere el inciso segundo del artículo 101 del citado 
código, el juez o magistrado ponente las decretará en el auto que cita a la 

audiencia inicial, y en el curso de esta las practicará. Allí mismo, resolverá las 

excepciones previas que requirieron pruebas y estén pendientes de decisión.  

 

Antes de la audiencia inicial, en la misma oportunidad para decidir las excepciones 
previas, se declarará la terminación del proceso cuando se advierta el 

incumplimiento de requisitos de procedibilidad.  

 

Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta 
manifiesta de legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán 

fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el numeral 

tercero del artículo 182A”. 

 

De la norma en cita, se tiene que las excepciones previas en materia 

contencioso-administrativa y las denominadas cosa juzgada, caducidad, 

transacción, conciliación, falta de legitimación en la causa y prescripción 

extintiva, se tramitarán y decidirán conforme lo regulan los artículos 100, 101 y 

102 del Código General del Proceso (Ley 1564 de 2012). 

 

                                                 
1 “Por medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso 

administrativo -Ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en 
los procesos que se tramitan ante la jurisdicción”.  
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Conforme lo anterior, se tiene que la Ley 1437 de 2011, modificada por la Ley 

2080 de 2021, en aras de hacer más expedito y ágil el proceso administrativo, 

permite al juez de instancia decidir anticipadamente sobre las excepciones 

previas consagradas en el artículo 100 del Código General del Proceso2 y las de 

cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta de legitimación en la 

causa y prescripción extintiva.  

 

Por lo tanto, de conformidad con el artículo 175 de la Ley 1437 de 2011 se 

procederá a resolver la excepción previa presentada por la entidad demandada, 

así:  

 

El Hospital Central Militar propuso con la contestación de la demanda, la excepción 

previa denominada “Caducidad”, así  

 

Caducidad: Precisa el apoderado que se debe declarar la caducidad de la acción 

de nulidad y restablecimiento del derecho por haber trascurrido más de cuatro 

meses, contados a partir de la fecha de terminación de cada una de las órdenes 

y/o contratos de servicio, comoquiera que esos acuerdos son independientes 

entre sí, de modo que cada convenio es autónomo. Por otra parte, si se aceptara 

en gracia de discusión que fue una sola relación jurídica, también se presenta el 

fenómeno de caducidad de la acción comoquiera que está superado, a simple 

vista, el término legal para proponer la acción correspondiente. 
 

Resuelve el Despacho: De la revisión del expediente, se tiene que la señora 

Adelaida Rojas Montenegro pretende se declare la nulidad de los actos 

administrativos: (i) Oficio No. E-00004-202104683-HMC del 18 de junio de 

2021, proferido por el jefe de la Oficina Jurídica del Hospital Central Militar y (ii) 

Oficio No. E-00003-202105266-HMC del 08 de julio de 2021, proferido por la 

jefe de la Oficina Jurídica del Hospital Central Militar mediante los cuales se le 

negó el derecho a que reconozca las prestaciones sociales y demás derechos de 

origen laboral, generados por el trabajo subordinado que desarrollo la parte 

actora como bacterióloga al servicio exclusivo del Hospital. 

 

En el mismo sentido, como restablecimiento del derecho, solicita se ordene a la 

entidad accionada: (i) Reembolsar todos los valores pagados por aportes a 

seguridad social y descuentos por retención en la fuente, (ii) Pagar las 

diferencias salariales, prestaciones y aportes sociales propias de una relación 

                                                 
2 ARTÍCULO 100. EXCEPCIONES PREVIAS. Salvo disposición en contrario, el demandado podrá 
proponer las siguientes excepciones previas dentro del término de traslado de la demanda: 

1. Falta de jurisdicción o de competencia. 

2. Compromiso o cláusula compromisoria. 
3. Inexistencia del demandante o del demandado. 

4. Incapacidad o indebida representación del demandante o del demandado. 

5. Ineptitud de la demanda por falta de los requisitos formales o por indebida acumulación de 
pretensiones. 

6. No haberse presentado prueba de la calidad de heredero, cónyuge o compañero permanente, 

curador de bienes, administrador de comunidad, albacea y en general de la calidad en que actúe 
el demandante o se cite al demandado, cuando a ello hubiere lugar. 

7. Habérsele dado a la demanda el trámite de un proceso diferente al que corresponde. 

8. Pleito pendiente entre las mismas partes y sobre el mismo asunto. 

9. No comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios. 
10. No haberse ordenado la citación de otras personas que la ley dispone citar. 

11. Haberse notificado el auto admisorio de la demanda a persona distinta de la que fue 

demandada. 
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laboral, (iii) Pagar los salarios por el trabajo desarrollado en horas extras, 

dominicales, (iv) cesantías, intereses sobre las cesantías, bonificación por 

servicios prestados, vacaciones, prima de navidad, vacacional y (v) Pago de 

aportes a los regímenes de subsidio familiar, seguridad social en salud, pensión, 

riesgos laborales, auxilio de transporte y alimentación. 

 

Ahora bien, se entiende por caducidad de la acción el fenómeno procesal en 

virtud del cual se pierde la posibilidad de hacer uso de la acción judicial por el 

transcurso del tiempo fijado por la ley. Lo anterior, tiene como objetivo dar 

seguridad jurídica a las actuaciones de la administración.  

 

Para el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter 

laboral existe un término perentorio de cuatro (4) meses dispuestos por la Ley 

1437 de 2011 artículo 164, para que opere la caducidad de la acción, el cual 

empieza a contarse a partir del día siguiente de la notificación, publicación o 

ejecutoria del acto administrativo demandado. Sin embargo, es de recordar que 

el mismo código, establece una excepción para la aplicación de la caducidad 

alegada, esto es, cuando el proceso verse sobre prestaciones de tipo periódico. 

 

Por otra parte, es necesario indicar que cuando se controvierte el reconocimiento 

de una relación laboral, en virtud del principio de la primacía de la realidad sobre 

las formalidades, el término de caducidad referido en el numeral 2, literal d) del 

artículo 164 de la Ley 1437 de 2011 debe aplicarse ateniendo a la acreencia 

laboral solicitada. Al respecto el Consejo de Estado en la sentencia de unificación 

del 25 de agosto de 20163 precisó que: 

 

 

“(…) las reclamaciones de los aportes pensionales adeudados al sistema 

integral de seguridad social derivados del contrato realidad, por su 

carácter de imprescriptibles y prestaciones periódicas, están exceptuadas 

no solo de la prescripción extintiva sino de la caducidad del medio de 

control (de acuerdo con el artículo 164, numeral 1, letra c, del CPACA) 

30, y por ende, pueden ser solicitados y demandados en cualquier 

momento, puesto que la Administración no puede sustraerse al pago de 

los respectivos aportes al sistema de seguridad social en pensiones, 

cuando ello puede repercutir en el derecho de acceso a una pensión en 

condiciones dignas y acorde con la realidad laboral, prerrogativa que 

posee quien ha servido al Estado mediante una relación de trabajo.  

 

En consecuencia, en lo relacionado con la pretensión tendiente a obtener el 

reconocimiento de los aportes pensionales al sistema de seguridad social esta 

se podrá reclamar en cualquier momento sin que el ejercicio del medio de control 

de nulidad y restablecimiento del derecho se vea afectado por la caducidad 

contenida en el ordinal 2°, literal d) del artículo 164 de la Ley 1437 de 2011. 

 

Ahora bien, respecto de las demás prestaciones que se estudia en el presente 

caso, salarios, prima de servicios, prima de navidad, vacaciones, cesantías, 

                                                 
3 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección A. Sentencia del 25 de agosto de 2016. Radicado número: 

23001-23-33-000-2013-00260-01 (0088-2015). C.P.: Carmelo Perdomo Cuéter 
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intereses sobre las cesantías, bonificación por servicios prestados, horas extras 

diurnas y nocturnas, dominicales y festivos se tiene que las mismas tienen una 

connotación especial pues tienen carácter periódico mientras la persona que 

realice la reclamación se encuentre en servicio activo y por ende se encuentre 

devengándolas de manera habitual. No obstante, al momento en que se 

produzca el retiro del servicio, estas se tornan en una prestación unitaria, es 

decir, el presupuesto procesal de la caducidad debe ser atendido con el propósito 

de determinar si la demanda fue interpuesta dentro de la oportunidad prevista 

por la ley. 

 

Que en tal sentido, lo primero a indicar es que la parte actora en ejercicio del 

medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho solicitó la 

declaratoria de nulidad de los Oficios No. E-00004-202104683-HMC del 18 de 

junio de 2021, E-00003-202105266-HMC del 08 de julio de 2021 y E-00003-

202105864-HMC del 28 de julio de 2021 notificados el 18 de junio, 9 y 29 de 

julio de 2021, respectivamente (Fl. 139 al 155 del archivo 02 del expediente 

digital), mediante los cuales se negó el reconocimiento de una relación laboral.  

 

Por otra parte, la accionante presentó el 09 de agosto de 2021 ante la 

Procuraduría General de la Nación solicitud de conciliación extrajudicial, que 

conforme con la constancia de conciliación emitida por la Procuraduría Tercera 

Judicial II Para Asunto Administrativos, el 28 de octubre de 2021, se llevó a cabo 

audiencia de conciliación la cual se declaró fallida ante la imposibilidad de llegar 

a un acuerdo entre las partes acreditando el cumplimiento del requisito de 

procedibilidad. (Fl.210 al 212 del archivo 02 del expediente digital). Que en tal 

sentido, se tiene que la acción de nulidad y restableciendo del derecho fue 

instaura por la parte actora el 26 de noviembre de 2021 conforme obra a folio 

01 del archivo 01 del expediente digital y admitida por este Despacho en fecha 

del 01 de febrero de 2022 (fl. 1 a 3 archivo 04). 

 

En este orden, se tiene que el acto administrativo que agoto la vía administrativa 

Oficio No. E-00003-202105266-HMC del 08 de julio de 2021, fue notificado el 

09 de julio de 2021, es a partir de esta fecha que debe empezar a correr el 

término de caducidad del medio de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho Ahora, toda vez que la demandante presentó ante la Procuraduría 

General de la Nación solicitud de conciliación extrajudicial el 09 de agosto de 

2021 y que esta se celebró el 28 de octubre de 2021, conforme con la constancia 

de conciliación del 28 de octubre de igual anualidad emitida por la Procuraduría 

Tercera Judicial II Para Asunto Administrativos, se estima que en tal interregno 

estuvo suspendido el termino de caducidad, tal como lo dispone el artículo 21 

de la Ley 640 de 2001. 

 

Según se advierte, transcurrió un mes desde que se dio por notificado el acto 

administrativo demandado y la fecha de radicación de la solicitud de conciliación 

prejudicial, por ende, al expedirse la constancia de la conciliación el 28 de 

octubre de 2021, el cómputo de la caducidad se reanudó el 29 de octubre de 

idéntica anualidad y culminaba el 29 de enero de 2022. 
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Así las cosas, al haberse interpuesto la demanda el 26 de noviembre de 2021 

ésta se presentó dentro del término de caducidad del medio de control de nulidad 

y restablecimiento del derecho previsto en el literal d) numeral 2º del artículo 

164 de la Ley 1437 de 2011. 

 

En consecuencia, el Juzgado Quince Administrativo del Circuito Judicial de 

Bogotá- Sección Segunda,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO:  DECLARAR no probada la excepción propuesta por el apoderado 

del Hospital Central Militar denominada “caducidad”, por las razones expuestas 

en la parte motiva de este proveído.   

 

SEGUNDO: RECONOCER personería adjetiva al Doctor Ricardo Escudero 

Torres, identificado con cédula de ciudadanía No. 79.489.195 y T. P. No. 69.945 

del C.S. de la J., para que actúe en este proceso como apoderado de la Unidad 

Nacional de Protección, en los términos y para los fines del poder conferido. 

 

TERCERO: Contra la presente decisión procede el recurso de reposición y en 

subsidio apelación, de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 243 de la Ley 

1437 de 2011.  

 

Teniendo en cuenta las medidas adoptadas por el Gobierno Nacional y el Consejo 

Superior de la Judicatura tendientes a la mitigación del COVID-19, la 

correspondencia será recibida a través de correo electrónico en la dirección 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, única y exclusivamente. Se solicita 

indicar No. De proceso y tipo de memorial. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

  

 
MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO 

JUEZ 
MPOL 
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Bogotá, D.C., dieciocho (18) de mayo de dos mil veintidós (2022) 

 

JUEZ: MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO 

 

MEDIO DE 

CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

  

PROCESO No.: 11001-33-35-015-2022-00152-00 

DEMANDANTE: DANIEL MARTÍN MOLANO HIGUERA 

DEMANDADO: 

 

NACIÓN-FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN   

 

 

Por reunir los requisitos contemplados en la Ley 1437 de 2011 “Por la cual se 

expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo”, modificada por la Ley 2080 de 20211, se ADMITE para tramitar 

en PRIMERA INSTANCIA la demanda formulada a través de apoderado por el 

señor DANIEL MARTÍN MOLANO HIGUERA en ejercicio del medio de control 

de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, contra la NACIÓN-

FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN. 

 

En consecuencia, para su trámite se dispone:  

 

1. ASUMIR el conocimiento del presente proceso. 

 

2. NOTIFÍQUESE personalmente esta providencia a la NACIÓN-FISCALÍA 

GENERAL DE LA NACIÓN a través de su representante legal o quien haga sus 

veces, de conformidad con lo previsto en los artículos 197, 198 y 199 del 

C.P.A.C.A.  

 

3. NOTIFÍQUESE personalmente esta providencia a la AGENCIA NACIONAL DE 

DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO, ante este Despacho Judicial.  

 

4. NOTIFÍQUESE personalmente esta providencia al señor Agente del Ministerio 

Público ante este Despacho Judicial. 

 

5. Córrase traslado de la demanda a los sujetos procesales notificados mediante 

la presente providencia por el término de treinta (30) días, para los efectos 

previstos en el artículo 172 del C.P.A.C.A., término que comenzará a correr de 

acuerdo con el artículo 48 parágrafo 4 de la Ley 2080 de 2021, modificatorio del 

artículo 199 del C.P.A.C.A. 

 

6. Se ordena al apoderado de la parte actora y a quien sea designado como 

apoderado de la entidad demandada, para que de manera inmediata proceda 

                                                 
1 “Por medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso 
administrativo -Ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en 

los procesos que se tramitan ante la jurisdicción”.  
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con el diligenciamiento del formulario forms publicado en la página de la rama 

judicial, enlace del Juzgado 15 Administrativo del Circuito de Bogotá2, avisos a 

las comunidades. Adicionalmente, se ordena a los apoderados que indiquen a 

este Despacho los canales digitales elegidos para los fines del proceso. 

 

7. De conformidad con lo normado en el artículo 3 del Decreto 806 de 2020, las 

partes deberán remitir los memoriales, incluida la contestación de la demanda, 

solicitudes y demás requerimientos con destino a este expediente, con copia al 

correo aportado por la contraparte, a través de la dirección de correo electrónico 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, única y exclusivamente. Los 

documentos enviados a cualquier otra dirección se entenderán por no recibidos. 

Igualmente, se solicita indicar en el asunto No. de proceso y tipo de memorial. 

 

8. De conformidad con lo establecido en el parágrafo 1º del artículo 175 de la 

Ley 1437 de 2011, durante el término de traslado, la Entidad Demandada deberá 

allegar el expediente administrativo que contiene la actuación adelantada en 

sede gubernativa y que dio origen a los actos acusados, a través de los correos 

electrónicos dispuestos por el despacho, así como copia de la historia laboral 

perteneciente a la parte actora. 

 

Así mismo, se ordena REQUERIR a la entidad accionada a fin de que se sirva 

aportar con destino al plenario a través del mismo medio, certificación donde 

conste (i) fecha de vinculación a la entidad del demandante, (ii) cargo 

desempeñado y (iii) emolumentos salariales devengados por el mismo.   

 

Indica igualmente este despacho judicial que las normas procedimentales son 

de orden público y de obligatorio cumplimiento, razón por la cual desde la 

expedición de la Ley 1437 de 2011 recae sobre las partes la obligación de aportar 

con la demanda y su contestación, todas las pruebas documentales tenga en su 

poder y que quiera hacer valer dentro del proceso.  

 

RECONÓZCASE personería adjetiva a la Doctora Yolanda Leonor García Gil, 

identificada con C.C. No. 60.320.022 expedida en Cúcuta y T.P. No. 78.705 del 

C.S. de la J., como apoderada de la parte demandante en los términos y para 

los efectos del poder conferido. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO 

  JUEZ 
MCGR 

 

                                                 
2 https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-15-administrativo-de-bogota/310 

Firmado Por:
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JUZGADO QUINCE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO  

JUDICIAL DE BOGOTÁ 

              SECCIÓN SEGUNDA 

  

Bogotá D. C., dieciocho (18) de mayo de dos mil veintidós (2022) 

 

JUEZ: MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO 

 

MEDIO DE 

CONTROL: 
 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

PROCESO No.: 11001-33-35-015-2022-00154-00 

DEMANDANTE: JANETH GRICELDA MORA RODRÍGUEZ   

DEMANDADO: 

 

 

 

NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO- FOMAG, SECRETARIA DE 

EDUCACIÓN DE BOGOTA D.C. Y FIDUPREVISORA S.A.  

  

Por reunir los requisitos contemplados en la Ley 1437 de 2011 “Por la cual se expide 

el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo” 

modificada por la Ley 2080 de 20211, se ADMITE para tramitar en PRIMERA 

INSTANCIA la demanda formulada, a través de apoderado, por la señora JANETH 

GRICELDA MORA RODRÍGUEZ, en ejercicio del medio de control de NULIDAD Y 

RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, contra la NACIÓN- MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO- FOMAG Y SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ D.C. 

   

En consecuencia, para su trámite se dispone:  

 

1. ASUMIR el conocimiento del presente proceso. 

 

2. NOTIFÍQUESE personalmente esta providencia a la NACIÓN- MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO- FOMAG a través de su representante legal o quien haga sus 

veces, de conformidad con lo previsto en los artículos 197, 198 y 199 del C.P.A.C.A, 

modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021.  

 

3. NOTIFÍQUESE personalmente esta providencia a la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 

DE BOGOTÁ D.C. a través de su representante legal o quien haga sus veces, de 

conformidad con lo previsto en los artículos 197, 198 y 199 del C.P.A.C.A, modificado 

por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. 

 

4. VINCÚLESE a la presente acción a la FIDUPREVISORA S.A., a quien se le deberá 

notificar personalmente esta providencia, a través de su representante legal o quien 

haga sus veces, de conformidad con lo previsto en los artículos 197, 198 y 199 del 

C.P.A.C.A, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. 

 

                                                 
1 “Por medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso 
administrativo -Ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los 

procesos que se tramitan ante la jurisdicción”.  



  

 

5. NOTIFÍQUESE personalmente esta providencia a la AGENCIA NACIONAL DE 

DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO, ante este Despacho Judicial.  

 

6. NOTIFÍQUESE personalmente esta providencia al señor AGENTE DEL MINISTERIO 

PÚBLICO ante este Despacho Judicial. 

 

7. Córrase traslado de la demanda a los sujetos procesales notificados mediante la 

presente providencia por el término de treinta (30) días, para los efectos previstos en 

el artículo 172 del C.P.A.C.A., término que comenzará a correr de acuerdo con el 

artículo 48 parágrafo 4 de la Ley 2080 de 2021, modificatorio del artículo 199 del 

C.P.A.C.A. 

 

8. Se ordena al apoderado de la parte actora y a quien sea designado como apoderado 

de la entidad demandada, para que de manera inmediata proceda con el 

diligenciamiento del formulario forms publicado en la página de la rama judicial, 

enlace del Juzgado 15 Administrativo del Circuito de Bogotá2, avisos a las 

comunidades. Adicionalmente, se ordena a los apoderados que indiquen a este 

Despacho los canales digitales elegidos para los fines del proceso. 

 

9. De conformidad con lo normado en el artículo 3 del Decreto 806 de 2020, las partes 

deberán remitir los memoriales, incluida la contestación de la demanda, solicitudes y 

demás requerimientos con destino a este expediente, a través del correo electrónico 

a la dirección correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, única y exclusivamente, con 

copia al correo aportado por la contraparte.  Igualmente, se solicita indicar en el 

asunto No. de proceso y tipo de memorial. 

 

10. De conformidad con lo establecido en el parágrafo 1º del artículo 175 de la Ley 

1437 de 2011, durante el término de traslado, la Entidad Demandada deberá allegar 

el expediente administrativo que contiene la actuación adelantada en sede 

gubernativa y que dio origen a los actos acusados, a través de los correos electrónicos 

dispuestos por el despacho, así como copia de la historia laboral perteneciente al 

actor. 

 

Indica igualmente este Despacho judicial que las normas procedimentales son de 

orden público y de obligatorio cumplimiento, razón por la cual desde la expedición de 

la Ley 1437 de 2011 recae sobre las partes la obligación de aportar con la demanda 

y su contestación, todas las pruebas documentales tengan en su poder y que quiera 

hacer valer dentro del proceso.   

 

RECONÓZCASE personería adjetiva a la Doctora Paula Milena Agudelo Montaña, 

identificada con C.C. No. 1.030.633.678 expedida en Bogotá y T.P. No. 277.098 del 

C.S. de la J., como apoderada de la parte demandante, en los términos y para los 

efectos del poder conferido. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO 

JUEZ       
MCGR 

                                                 
2 https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-15-administrativo-de-bogota/310 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-15-administrativo-de-bogota/310
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 JUZGADO QUINCE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

Bogotá D. C., dieciocho (18) de mayo de dos mil veintidós (2022) 

  

JUEZ: MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO 

 

MEDIO DE 

CONTROL: 

 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

PROCESO No.: 11001-33-35-015-2022-00156-00 

DEMANDANTE: LIGIA PINILLA DE SAMPER 

DEMANDADO: 

 

UNIDAD DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCAL DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL - UGPP 

Por reunir los requisitos contemplados en la Ley 1437 de 2011 “Por la cual se 

expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo”, se ADMITE para tramitar en PRIMERA INSTANCIA la demanda 

formulada a través de apoderado judicial, por la señora LIGIA PINILLA DE 

SAMPER en ejercicio del medio de control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO 

DEL DERECHO, contra la UNIDAD DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCAL DE LA PROTECCIÓN SOCIAL - UGPP. 

 

En consecuencia, para su trámite se dispone:  

 

1. ASUMIR el conocimiento del presente proceso. 

 

2. NOTIFÍQUESE personalmente esta providencia a la UNIDAD DE GESTIÓN 

PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCAL DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL - UGPP a través de su representante legal o quien haga sus veces, de 

conformidad con lo previsto en los artículos 197, 198 y 199 del C.P.A.C.A, en 

concordancia con el artículo 8 del Decreto Legislativo 806 de 20201. 

 

3. NOTIFÍQUESE personalmente esta providencia a la AGENCIA NACIONAL DE 

DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO, ante este Despacho Judicial. 

 

4. NOTIFÍQUESE personalmente esta providencia al señor AGENTE DEL 

MINISTERIO PÚBLICO ante este Despacho Judicial. 

 

5. Córrase traslado de la demanda a los sujetos procesales notificados 

mediante la presente providencia por el término de treinta (30) días, para los 

efectos previstos en el artículo 172 del C.P.A.C.A., término que comenzará a 

correr de acuerdo con el artículo 612 del Código General del Proceso, 

modificatorio del artículo 199 del C.P.A.C.A. 

 

                                                         
1 Por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las 

comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la 

atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de Emergencia Económica, 
Social y Ecológica.” 



Expediente: 11001-33-35-015-2022-00156-00 
Actor: Ligia Pinilla de Samper 

Demandada: Unidad de Gestión Pensional y Parafiscal - UGPP 

6. Se ordena al apoderado de la parte actora y a quien sea designado como 

apoderado de la entidad demandada, para que de manera inmediata proceda 

con el diligenciamiento del formulario forms publicado en la página de la rama 

judicial, enlace del Juzgado 15 Administrativo del Circuito de Bogotá2, avisos a 

las comunidades. Adicionalmente, se ordena a los apoderados que indiquen a 

este Despacho los canales digitales elegidos para los fines del proceso. 

 

7. De conformidad con lo establecido en el parágrafo 1º del artículo 175 de la 

Ley 1437 de 2011, durante el término de traslado, la Entidad Demandada deberá 

allegar el expediente administrativo que contiene la actuación adelantada en 

sede gubernativa y que dio origen a los actos acusados, a través de los correos 

electrónicos dispuestos por el despacho. 

 

Indica igualmente este Despacho judicial que las normas procedimentales son 

de orden público y de obligatorio cumplimiento, razón por la cual desde la 

expedición de la Ley 1437 de 2011 recae sobre las partes la obligación de aportar 

con la demanda y su contestación, todas las pruebas documentales tengan en 

su poder y que quiera hacer valer dentro del proceso.  

 

9. RECONÓZCASE personería adjetiva a la Doctora Valentina Correa Marín, 

identificada con C.C. No. 1.088.310.951 de Pereira y T.P. No. 369.880 del C.S. 

de la J., como apoderada de la parte demandante, en los términos y para los 

efectos del poder conferido. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO 

JUEZ 
 MPOL 

 

 

                                                         
2 https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-15-administrativo-de-bogota/310 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-15-administrativo-de-bogota/310
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JUZGADO QUINCE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO  

JUDICIAL DE BOGOTÁ 

              SECCIÓN SEGUNDA 

  

Bogotá D. C., dieciocho (18) de mayo de dos mil veintidós (2022) 

 

JUEZ: MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO 

 

MEDIO DE 

CONTROL: 
 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

PROCESO No.: 11001-33-35-015-2022-00158-00 

DEMANDANTE: JOSÉ MARINO POSADA ALZATE 

DEMANDADO: 

 

 

 

CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LAS FUERZAS 

MILITARES- CREMIL  

 

  

Por reunir los requisitos contemplados en la Ley 1437 de 2011 “Por la cual se expide 

el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo” 

modificada por la Ley 2080 de 20211, se ADMITE para tramitar en PRIMERA 

INSTANCIA la demanda formulada, a través de apoderado, por el señor JOSÉ 

MARINO POSADA ALZATE, en ejercicio del medio de control de NULIDAD Y 

RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, contra la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE 

LAS FUERZAS MILITARES- CREMIL. 

  

En consecuencia, para su trámite se dispone:  

 

1. ASUMIR el conocimiento del presente proceso. 

 

2. NOTIFÍQUESE personalmente esta providencia a la CAJA DE SUELDOS DE 

RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES- CREMIL a través de su representante legal 

o quien haga sus veces, de conformidad con lo previsto en los artículos 197, 198 y 

199 del C.P.A.C.A, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021.  

 

3. NOTIFÍQUESE personalmente esta providencia a la AGENCIA NACIONAL DE 

DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO, ante este Despacho Judicial. 

 

4. NOTIFÍQUESE personalmente esta providencia al señor AGENTE DEL MINISTERIO 

PÚBLICO ante este Despacho Judicial. 

 

5. Córrase traslado de la demanda a los sujetos procesales notificados mediante la 

presente providencia por el término de treinta (30) días, para los efectos previstos en 

el artículo 172 del C.P.A.C.A., término que comenzará a correr de acuerdo con el 

artículo 48 parágrafo 4 de la Ley 2080 de 2021, modificatorio del artículo 199 del 

C.P.A.C.A. 

 

                                                 
1 “Por medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso 
administrativo -Ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los 

procesos que se tramitan ante la jurisdicción”.  



  

 

6. REQUERIR a la parte actora para que allegue constancia de envío por medio 

electrónico de la demanda y sus anexos a las entidades demandadas, de conformidad 

con lo dispuesto por el artículo 35 numeral 8 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 

 

7. Se ordena al apoderado de la parte actora y a quien sea designado como apoderado 

de la entidad demandada, para que de manera inmediata proceda con el 

diligenciamiento del formulario forms publicado en la página de la rama judicial, 

enlace del Juzgado 15 Administrativo del Circuito de Bogotá2, avisos a las 

comunidades. Adicionalmente, se ordena a los apoderados que indiquen a este 

Despacho los canales digitales elegidos para los fines del proceso. 

 

8. De conformidad con lo normado en el artículo 3 del Decreto 806 de 2020, las partes 

deberán remitir los memoriales, incluida la contestación de la demanda, solicitudes y 

demás requerimientos con destino a este expediente, a través del correo electrónico 

a la dirección correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, única y exclusivamente, con 

copia al correo aportado por la contraparte.  Igualmente, se solicita indicar en el 

asunto No. de proceso y tipo de memorial. 

 

9. De conformidad con lo establecido en el parágrafo 1º del artículo 175 de la Ley 

1437 de 2011, durante el término de traslado, la Entidad Demandada deberá allegar 

el expediente administrativo que contiene la actuación adelantada en sede 

gubernativa y que dio origen a los actos acusados, a través de los correos electrónicos 

dispuestos por el despacho, así como copia de la historia laboral perteneciente al 

actor. 

 

Indica igualmente este Despacho judicial que las normas procedimentales son de 

orden público y de obligatorio cumplimiento, razón por la cual desde la expedición de 

la Ley 1437 de 2011 recae sobre las partes la obligación de aportar con la demanda 

y su contestación, todas las pruebas documentales tengan en su poder y que quiera 

hacer valer dentro del proceso.   

 

RECONÓZCASE personería adjetiva al Doctor Joffre Mario Quevedo Díaz, 

identificado con C.C. No. 3.021.955 expedida en Fontibón y T.P. No. 127.461 del C.S. 

de la J., como apoderado de la parte demandante, en los términos y para los efectos 

del poder conferido. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO 

JUEZ       
MCGR 

                                                 
2 https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-15-administrativo-de-bogota/310 
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 JUZGADO QUINCE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO  

JUDICIAL DE BOGOTÁ 

              SECCIÓN SEGUNDA 

 

 

Bogotá D. C., dieciocho (18) de mayo de dos mil veintidós (2022) 

  

JUEZ: MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO 

 

MEDIO DE 

CONTROL: 

 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

PROCESO No.: 11001-33-35-015-2022-00160-00 

DEMANDANTE: JENNIFER EMILSE GONZÁLEZ SANTOS     

DEMANDADO: 

 

NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO- FIDUPREVISORA S.A.- SECRETARIA 

DE EDUCACIÓN DE CUNDINAMARCA    

  

Encontrándose el expediente al Despacho para resolver sobre la admisión de la 

demanda, se advierte que el artículo 156 de la Ley 1437 de 2011 “Por la cual se 

expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo”, modificado por el artículo 31 de la Ley 2080 de 20211, establece 

que la competencia para conocer del medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho de carácter laboral se determina por el último 

lugar donde se prestaron o debieron prestarse los servicios laborales. Indica la 

norma: 

 

“ARTÍCULO 156: Competencia por razón del territorio. Para la 

determinación de la competencia en razón del territorio se observarán las 

siguientes reglas:  
 

(…) 

 

3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter 
laboral se determinará por último lugar donde se prestaron o debieron 

prestarse los servicios. Cuando se trate de derechos pensionales, se 

determinará por el domicilio del demandante, siempre y cuando la entidad 

demandada tenga sede en dicho lugar (Subraya fuera de texto).” 
 

Con fundamento en la Resolución No. 1160 del 14 de septiembre de 2020, 

obrante en el archivo 4 del expediente digital, se tiene que la señora Jennifer 

Emilse González Santos prestó sus servicios por última vez en la I.E.D 

Kirpalamar, ubicada en el municipio de Arbeláez, Cundinamarca.  

 

                                            
1 Cabe resaltar que el mencionado artículo fue modificado por el artículo 31 de la Ley 2080 de 

2021. Sin embargo, aclaró en su artículo 86, que dicha ley rige a partir de su publicación, con 

excepción de las normas que modifican las competencias, las cuales solo se aplicarán respecto de 

las demandas que se presenten un año después de publicada esta ley, esto es el 25 de enero de 
2021. 



2 

 

En consideración a lo anterior, este Juzgado carece de competencia en razón al 

factor territorial para conocer de la presente demanda, y por ello ordenará en la 

parte resolutiva de este proveído, remitir el proceso a los Juzgados 

Administrativos del Circuito Judicial de Girardot (Reparto). 

 

Conforme a lo anterior, el Juzgado Quince Administrativo del Circuito Judicial de 

Bogotá-Sección Segunda,  

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: Remitir por Competencia el presente proceso a los Juzgados 

Administrativos del Circuito Judicial de Girardot (Reparto), para lo de su cargo.  

 

SEGUNDO: Remítase inmediatamente, el expediente a la Oficina de Apoyo de 

los Juzgados Administrativos del Circuito Judicial de Bogotá, para que de forma 

inmediata proceda a enviarlo a los Juzgados competentes. 

 

TERCERO: Por Secretaría déjense las anotaciones a que haya lugar. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 

MARTHA HELENA QUINTERO QUINTERO  

JUEZ 

 
MCGR 
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